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 Capítulo 1 
Del conflicto armado a escenarios de paz 
perdurables: ruta civil para la paz 
 
Actualmente en Colombia se viene adelantado un proceso de diálogo y 
negociación hacia la búsqueda de firmar un acuerdo de paz con el grupo 
guerrillero Ejército de Liberación Nacional (ELN). Entre los puntos de la 
agenda se discuten la dejación de las armas, la reincorporación a la vida civil 
en lo económico, lo social y lo político, de acuerdo con sus intereses. Con 
relación a lo económico, el país ha sabido mantener una economía estable a 
pesar del incremento de la escalada ofensiva y en sus peores momentos; por 
ejemplo, en el año 2007 la economía obtuvo en general buenos resultados; de 
hecho, el 2007 fue el quinto año consecutivo de crecimiento de la economía 
nacional, por encima del 5%, tomando como referencia el periodo 
comprendido entre el 2002 y 2010, siendo presidente Álvaro Uribe Vélez. 
(Botero & Méndez, 2008) 
Sumado a lo anterior, la presión internacional hacia la búsqueda de una salida 
negociada al conflicto armado sugirió al presidente Juan Manuel Santos (2010-
2018), buscar el respaldo necesario por medio de países y organismos 
internacionales para que en su función de “terceros” actuasen en la vigilancia 
de los acuerdos pactados. Sin embargo, y a pesar de la presunta voluntad 
política por parte del gobierno, varios fueron los desafíos no resueltos que, de 
una u otra manera, fueron obstaculizando el avance del proceso y postergando 
las conversaciones en temas como: Justicia Transicional, Reforma Agraria, 
Participación Política y Reparación a Víctimas. En relación con las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) el acuerdo de paz supuso la 
aprobación de Justicia Transicional, la participación política y el acceso a la 
verdad y reparación a las víctimas por parte de los guerrilleros de las FARC.  
El acuerdo de paz realizado entre el gobierno del presidente Álvaro Uribe 
Vélez (2002-2010) y los grupos paramilitares contribuyó a la desmovilización 
de los combatientes paramilitares a nivel nacional, logrando que estos se 
desintegraran en su mayoría. No obstante, la extradición de los líderes de estos 
grupos paramilitares, el fracaso hacia la reparación a las víctimas, las cortas 
penas para los excombatientes y la necesaria celeridad del proceso, determinó 
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 que varios excombatientes conformaran nuevamente grupos de autodefensas y 
con ello, el rearme y control territorial y, por consiguiente, se ha incrementado 
los niveles de violencia en los distintos centros urbanos y también al rearme de 
estas personas, dando lugar al surgimiento de fenómenos como las bandas 
criminales conocidas como Bacrim.  
Ahora bien, el postconflicto pensado en su dimensión política, deberá avanzar 
en la construcción de paz como medidas para no recaer en el conflicto y 
entender de una manera más amplia la participación de cada uno de sus actores. 
El postconflicto marca una ruta hacia una expectativa de paz, no obstante, el 
escenario de postconflicto ha sido elevado hacia una perspectiva de una paz 
perdurable, cuyo horizonte determinará por fin, la paz en Colombia. Aquí es 
preciso mencionar que la noción de postconflicto ha sido puesta a circular a 
través de los medios de comunicación, no solo como la propuesta política más 
importante del gobierno del momento, sino también, como algo que sucederá 
o no, en el transcurso del tiempo presente o quizás futuro.  
En ese sentido, la etapa del postconflicto determinaría las formas y opciones 
de reintegración política para excombatientes, tanto de grupos guerrilleros o 
paramilitares, hacia la reconciliación nacional, garantía de no repetición y 
participación ciudadana en la construcción de un sistema democrático estable 
y legítimo. (Ugarriza, 2013) 
En el informe del año 2012 titulado “Estructuras de autodefensas y procesos 
de paz en Colombia”, el Observatorio de Procesos de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración (ODDR), determinó que entre los años 2002 
y 2011 se desmovilizaron 4.775 combatientes de organizaciones guerrilleras, 
y entre el período 2002 y 2010 se desmovilizaron cerca de 2.000 combatientes 
de grupos paramilitares. (Observatorio de Procesos de Desarme, 
Desmovilización y Reintegración (ODDR), 2012) Lo anterior supone que para 
la fecha cerca de 8.000 excombatientes se encuentran en proceso de 
desmovilización y que habrá que sumar los excombatientes que se 
desmovilicen en el marco del proceso de negociación que se adelanta con las 
FARC. En consecuencia, estaríamos hablando de aproximadamente 10.000 
excombatientes que se insertarían de nuevo a un escenario civil y legal que 
reclama por un nuevo pacto social, con la preocupación latente de un regreso 
a las armas y por supuesto un fracasado acuerdo de paz.  
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 A través de la Universidad Nacional Abierta y a Distancia UNAD3 y la 
Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR) desde el año 2007 se han 
venido suscribiendo una serie de convenios, cuyo propósito ha sido brindar 
capacitación a las personas en condición de desmovilización-excombatientes. 
A partir de allí, más de 1.000 excombatientes han cursado en la UNAD 
diferentes niveles de educación, desde ciclos de Bachillerato, hasta programas 
Tecnológicos y Universitarios. De esto último y en el desarrollo de proyectos 
relacionados con el conflicto, han surgido distintos proyectos de investigación 
en torno al tema del conflicto armado en Colombia. En ese orden de ideas, se 
desarrolló el proyecto “Resignificando la paz. Una experiencia educativa con 
estudiantes en condición de desmovilización de la UNAD 2011-2012-2013” 
realizado entre los años 2011-2014 a través del grupo de investigación 
Cuchavira;4 sus resultados abrieron la reflexión por los escenarios de paz y las 
formas de construir acuerdos de paz perdurables.  
Dadas estas consideraciones, el presente texto tiene como soportes previos las 
experiencias investigativas realizadas, las narrativas escuchadas, los caminos 
recorridos y posibilidades institucionales, que recogen elementos de análisis 
en procura de esforzar su objeto de estudio hacia la inconformidad que acusa 
nuevos hallazgos. También, el desarrollo de las investigaciones ha aportado a 
situar elementos de análisis que a la postre contribuyen con el entendimiento 
del fenómeno de la desmovilización en Colombia. La literatura sobre el tema 
no se agota en rescatar las causas por la vinculación al conflicto, entre ellas 
encontramos algunas5 que logran mostrar los motivos de la desmovilización 
3  La UNAD es la Universidad pública con mayor cobertura en Colombia y mayor número de 
estudiantes, actualmente cursan en sus diferentes ciclos de formación cerca de 77.000 estudiantes. 
4  Cuchavira: Grupo de investigación adscrito a la Escuela de Ciencias Sociales Artes y Humanidades 
de la UNAD. 
5  Investigaciones como: Marta Abello y Sandra Ruiz “Conflicto armado, niñez y juventud: una 
perspectiva psicosocial” (2000), de José A. Cárdenas “Los parias de la guerra. Análisis del proceso 
de desmovilización individual” (2005); de Luz María Londoño y Yoana Nieto “Mujeres no 
contadas: procesos de desmovilización y retorno a la vida civil de mujeres excombatientes en 
Colombia. 1990 – 2003” (2006); “Haciendo memoria y dejando rastros: encuentros con mujeres 
excombatientes del nororiente de Colombia” (2004) de Christiane Lelièvre Aussel, Graciliana 
Moreno Echavarría, Isabel Ortiz Pérez; “La carrera de las niñas en los grupos guerrilleros y 
paramilitares de Colombia: un estudio desde el punto de vista del agente” de Jaime Alberto 
Carmona (2011); “Reconstrucción de la masculinidad y reintegración de excombatientes en 
Colombia” de Kimberly Theidon; de Yvonne Keairns “Voces de jóvenes excombatientes 
Colombia” (2004); y del equipo de investigación de la Fundación Ideas para la Paz “Retorno a la 
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 desde ámbitos colectivos, la mayoría como resultados de acuerdos de paz; por 
consiguiente, el aporte que supone el texto recrea las condiciones para avanzar 
en la comprensión del fenómeno del conflicto interno en Colombia.  
El capítulo ha sido dividido en tres partes: la primera parte recoge la 
historicidad del conflicto armado colombiano con el ánimo de establecer los 
elementos sociales, políticos y económicos que lo han sostenido desde una 
aproximación histórica y reconociendo los límites del mismo; la segunda parte 
desarrolla un recuento de los procesos de paz en Colombia, orientado desde 
los escenarios políticos que agenciaron dichas posibilidades; la tercera parte 
avanza hacia los procesos de desmovilización y los rutas para escenarios de 
paz.  
 
Origen del conflicto 
Actualmente el conflicto armado en Colombia ha sido definido como la guerra 
que ha sostenido el gobierno colombiano en contra del grupo guerrillero 
Ejército de Liberación Nacional (ELN), cuyo origen se remonta a 1964.6 Las 
FARC y el ELN se han definido como las guerrillas de primera generación. 
Las guerrillas de segunda generación surgen en el transcurso de las décadas de 
1970 y 1980, fueron: Movimiento Armado Quintín Lame, Ejército Popular de 
Liberación (EPL), Movimiento 19 de abril (M19), Partido Revolucionario de 
los Trabajadores (PRT), Comandos Ernesto Rojas, Corriente de Renovación 
Socialista, Milicias de Medellín, Frente Francisco Garnica.  
De lo anterior, entre la primera y la segunda generación de grupos de guerrillas, 
existieron claras diferencias fundacionales que determinaron su accionar 
revolucionario, por consiguiente, esto explica en parte la desmovilización de 
las segundas, y el conflicto de larga duración sostenido con las primeras. En 
efecto, es posible precisar que el surgimiento de la primera generación de 
legalidad o reincidencia de excombatientes en Colombia: Dimensión del fenómeno y factores de 
riesgo” (2014). 
6  En el año de 1964 nacen a las armas las Fuerzas Armadas Revolucionaria de Colombia (FARC) y 
el Ejército de Liberación Nacional (ELN). 
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 guerrillas es el resultado de tres causas que en su momento conspiraron para 
dar origen al movimiento insurgente en Colombia. 
La primera causa está relacionada con el arrastre de conflictos no resueltos en 
la naciente democracia colombiana y que venían acumulándose desde la 
Independencia. Entre 1899 y 1902 se desencadenaría la “Guerra de los Mil 
Días” cuya consecuencia inmediata fue la separación de Panamá. Las difíciles 
relaciones entre los líderes de los partidos Liberal y Conservador, los 
desequilibrios en la representación política, las relaciones entre la Iglesia y el 
Estado, son algunos de los factores que jugaron un papel crucial en ésta y en 
las nueve guerras civiles que se presentaron a lo largo del siglo XIX. Las 
siguientes tres décadas, es decir de 1900 a 1930 el país mantuvo el 
enfrentamiento social, no por la vía de las armas, pero si auspiciado por los 
caudillos de los partidos políticos; sumado a la crisis económica y el 
desamparo del campesinado, se crearían las condiciones para desatar un 
malestar en las clases populares y campesinas, estas últimas reclamaban una 
reforma agraria, a la cual se oponían los conservadores, y que permitía a los 
liberales enlistar en sus filas a los campesinos sin tierra. 
En medio de la fragmentación del país se presenta un hecho, que, si bien no 
determinó la salida armada, si daría paso a la organización de ejércitos 
conocidos como “autodefensas campesinas”. En diciembre de 1928, en el 
Departamento Magdalena, trabajadores sindicalizados de la empresa 
americana United Fruit Company, luego de unos meses de huelga, fueron 
asesinados por soldados del ejército colombiano; éste hecho se conoce como 
“masacre de las bananeras”. A partir de allí, los campesinos tanto liberales 
como conservadores se armaron con machetes y palos.  
Una vez constituidos estos grupos de autodefensas e imbuidos por los discursos 
respectivos de liberales y conservadores, se da inicio a la apertura de un 
escenario de guerra en las zonas rurales de Colombia que vislumbraría las 
primeras masacres campesinas, desplazamiento forzado y migración de la 
población civil (1940-1950). Aquí es necesario mencionar que el Partido 
Comunista Colombiano hace su aparición en el año de 1930, cuyo soporte 
ideológico y político daría fuerza a las autodefensas campesinas liberales. Por 
su parte, las autodefensas campesinas conservadoras recibían financiación 
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 económica proveniente de los terratenientes conservadores. (Rampaf & 
Chavarro, 2015) 
Dadas las condiciones de violencia ya instituidas y sumado a la lealtad 
partidista por parte de los campesinos, las autodefensas campesinas se 
convirtieron en el brazo armado ilegal de los partidos políticos. La 
desencadenada escalada de agresión por parte de los dos bandos, sumado a los 
intereses cada vez menos negociables (los campesinos exigían nuevas 
condiciones sociales, los representantes políticos exigían mayor representación 
en el Estado) generaron las condiciones para que las autodefensas campesinas 
liberales fueran la base en la conformación de la primera generación de 
guerrillas FARC y ELN, y por su parte, las autodefensas campesinas 
conservadoras serían la base para lo que posteriormente se conocería como los 
grupos paramilitares.  
 
El abuso de los terratenientes en los grandes latifundios del sur del Tolima 
durante la década de los treinta, hizo surgir las denominadas autodefensas 
campesinas, que habrían de dar origen a las guerrillas comunistas. Éstas, al ser 
perseguidas por la represión oficial, se hicieron solidarias con las guerrillas de 
carácter netamente liberal. (Medina & Sánchez, 2003) 
La segunda causa guarda estrecha relación con la primera. En el marco de las 
elecciones presidenciales para el periodo (1950-1954) el candidato por el 
partido liberal Jorge Eliecer Gaitán, es asesinado el 9 de abril de 1948, en la 
ciudad de Bogotá. El impacto social y político de este hecho fue devastador 
para el país, porque este candidato representaba la posibilidad de acabar con el 
conflicto entre las autodefensas campesinas bipartidistas, en la medida que 
recogía el clamor de los campesinos liberales y brindaba mejores garantías de 
inversión agraria, para los campesinos del ala conservadora. Además, Gaitán 
logró la adhesión de la mayoría de los campesinos y clase popular en ese 
momento, lo que significaba la vía para romper con las divisiones sociales y 
un camino para alcanzar la construcción de la paz alrededor de un único 
proyecto de nación. Así mismo, Gaitán no solo era el seguro triunfador, sino 
el candidato con mayor apoyo de las masas e inclusive, de los partidos recientes 
como el Partido Comunista Colombiano. 
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 Este asesinato fue conocido como el Bogotazo, lo importante a destacar es que 
a partir de ese momento se da inicio al periodo conocido como La Violencia 
(1948-1962). (Echeverri Uruburu, 2007, pág. 137) En medio de la 
desesperanza, la frustración y el sin sabor nacional que dejaba este 
acontecimiento, proliferaron en su máxima expresión distintas formas de 
violencia que dejaron a su paso la muerte de más de un millar de colombianos, 
el desplazamiento de campesinos de zonas rurales a las ciudades, y por 
supuesto, la institución simbólica de un proyecto de nación más cercano de la 
violencia armada y alejado de la vía política. 
La tercera causa es el resultado de la primera y la segunda. El referente 
ideológico que devino de la revolución cubana y su triunfo (1959) operó como 
un elemento que inspiraba la posibilidad de una lucha armada revolucionaria. 
Para 1964, todavía se respiraba el humo de las casas, edificios y comercios 
bogotanos que habían sido incendiadas en el Bogotazo; el país atravesaba un 
experimento político, con la intención de mitigar la crisis institucional. El 
experimento consistió en crear un espacio de gobierno denominado “Frente 
Nacional” que operaría en el periodo comprendido entre 1958 y 1974, y cuyo 
propósito era repartir los periodos presidenciales entre los dos partidos 
políticos, Liberal y Conservador, alternando cada cuatro años. 
A nivel nacional, particularmente, las autodefensas campesinas liberales 
mantuvieron sus esquemas de defensa a pesar de la orden de entrega de las 
armas dada por parte de los dirigentes liberales. El direccionamiento liberal 
tuvo sus efectos en los grupos de autodefensas campesinos de los Llanos 
Orientales, quienes bajo el gobierno del General Gustavo Rojas Pinilla (1953-
1957) firmaron el primer acuerdo de paz en Colombia (1954); estaban 
encabezados por el líder campesino liberal Guadalupe Salcedo, quien sería 
asesinado tres años después.  
Desde estas consideraciones, el soporte ideológico-político de la revolución 
cubana devino como el sellante del inicio de la subversión ya anunciada y en 
medio de la violencia proliferó la aparición de la primera generación de 
guerrillas en Colombia. Las FARC y el ELN toman las armas en el año de 
1964, sus bases estructurales fueron las autodefensas campesinas liberales 
cuya ideología tomó prestadas ideas del Partido Comunista Colombiano y de 
la Revolución en Cuba, y cuya historia no es más que un siglo de 
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 acontecimientos de violencia en el país. Fabio Vásquez, fundador del ELN, 
recibió instrucción política y militar en Cuba, a cargo de las guerrillas ya 
conformadas.7 (Rodríguez Bautista, 1993) 
Ahora bien, la segunda generación de grupos de guerrillas, mencionadas 
anteriormente, ésta marcada por nuevas ideologías que a pesar de sostener los 
mismos principios de la primera generación de guerrillas (reformas sociales, 
reforma agraria, participación política) las segundas se caracterizaron por 
sumar el reconocimiento y apoyo de las minorías, buscar procesos de 
participación política y democráticos, en clara articulación con los 
movimientos sociales propios de la década de los setenta. Éstos grupos de 
guerrillas nacen entre el periodo de 1967–1975. Gonzalo Sánchez afirma que 
“El Ejército Popular de Liberación EPL, nació públicamente a las armas y a la 
guerra en 1967 en una región del Departamento de Córdoba”. (1999, pág. 77) 
Bajo esa misma lógica (nuevas formas de organización civil, opciones 
democráticas, equidad, desarrollo y justicia social), entre 1970 y 1975 se 
frustraron otros grupos como el Movimiento Obrero Estudiantil Campesino y 
las Fuerzas Armadas de Liberación. Eduardo Pizarro (1990) dice que la 
primera generación de grupos guerrilleros fue constituida desde una ideología 
foquista,8 la segunda generación de grupos guerrilleros nació con intereses de 
representar sectores populares y locales que coincidieron con el movimiento 
estudiantil, las luchas agrarias y laborales.  
Por otra parte, en relación con el surgimiento de los grupos paramilitares 
(1980-1990) habíamos mencionado que los grupos de autodefensas 
campesinas conservadoras chulavitas habían sido financiados por 
terratenientes con apoyo del sector oficial para hacer frente a las autodefensas 
7  El 4 de junio de 1962, ventisiete jóvenes viajan a estudiar a Cuba becados por el gobierno 
revolucionario; once de ellos piensan crear un movimiento guerrillero y, para tal fin, recibirán 8 
meses de instrucción militar. Al final, se conformará la Brigada José Antonio Galán (BJAG) con 
los siete que culminaron la instrucción: Fabio Vásquez (para crear el foco guerrillero), Víctor 
Medina (para fortalecer la red urbana), Mario Hernández, Raimundo Cruz, Rovi, Heriberto Espitia 
y Ricardo Lara. 
8  Guerrillas guevaristas con acción militar a escalas de pequeñas bases territoriales. 
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 campesinas liberales. Estos grupos de autodefensas campesinas conservadoras 
vendrían a ser el aparato militar de defensa para los mismos terratenientes. 
El Estado colombiano por su parte, al ser inoperante al perder el control 
legítimo sobre las armas, y ante la crisis institucional que acompañaba los 
periodos de emergencia del movimiento guerrillero, decretó el Estado de Sitio 
para poder avalar la conformación de grupos privados y así garantizar la 
seguridad a los ciudadanos, sobre todo en zonas de alta influencia guerrillera. 
Así entonces, se abría la puerta al paramilitarismo, bajo la tutela del Estado y 
con pleno ejercicio de legitimidad. En el año de 1965, amparado en el artículo 
33, se da soporte jurídico a la creación de “grupos de seguridad privada” que 
posteriormente la Ley 48 de 1968 lo convirtió en legislación permanente en 
atención al Estatuto Orgánico de la Defensa Nacional. En medio de la 
impunidad proliferó el paramilitarismo, con apoyo oficial, asociado de manera 
estructural al narcotráfico, en clara alianza con sectores terratenientes, 
ganaderos y políticos tradicionales. (Villarriaga Sarmiento, 2006) 
Sumado a las condiciones de violencia, crisis institucional, guerra entre las 
élites políticas por el poder (que originó en parte las primeras formas de 
organización armada) se dio la aparición del narcotráfico en el panorama 
nacional lo que desbarató toda posibilidad de poder político y reorganización 
estatal, toda vez que en su proceso de expansión alcanzó todos los escenarios. 
La pérdida del monopolio estatal devino en que ahora otros actores son los 
protagonistas de la guerra, bandas criminales, grupos de autodefensas, 
guerrillas, grupos de narcotraficantes y paramilitares. (Fojón, 2005) 
A nivel geopolítico, la injerencia de los Estados Unidos ha sido un factor 
psicosocial que lejos de contribuir con la erradicación de la insurgencia, ha 
generado focos de resistencia a nivel nacional. En el tránsito de la Guerra Fría 
y bajo la política anticomunista diseñada para América Latina, se llevaron a 
cabo programas de entrenamiento militar, proyectos de cooperación militar, 
grandes préstamos económicos. Colombia fue equipada militarmente para 
enfrentar la amenaza comunista y, de paso, cualquier forma de resistencia civil. 
Por tanto los primeros focos del paramilitarismo surgen en paralelo con el 
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apoyo económico y militar proveniente del plan anticomunista que el gobierno 
norteamericano había instalado en el país. 9 
Esa injerencia norteamericana es también advertida, con el mismo carácter 
contrainsurgente, desde antes de la Segunda Guerra Mundial, pero sobre todo, 
a partir del Plan LAZO en los años sesenta.10 Se trata de convenios y 
programas de asistencia, formación y entrenamiento militar en los Estados 
Unidos, y de la significación de la doctrina de seguridad orientada a crear como 
enemigo interno a todos quienes tienen una posición contraria al orden vigente, 
presente en los numerosos manuales de contrainsurgencia, muchos de ellos 
secretos o de “reserva”, que, especialmente, plantean la necesidad de emplear 
fuerzas de seguridad privada, conocidas como paramilitares. (Moncayo C, 
2015, pág. 127) 
Dado éste esquema general sobre el surgimiento de la insurgencia en 
Colombia, pasando por los actores que han sido parte de su sostenimiento, para 
detallar como el narcotráfico viene a ser el factor económico que a la postre ha 
perpetuado el conflicto, se hace posible precisar tres dimensiones que han 
jugado en el principio, la mitad y en el presente inmediato del conflicto.  
El conflicto colombiano sitúa una dimensión social, cuyo factor 
desencadenante ha sido la ocupación de territorio, es decir, en el ayer como en 
el hoy el acceso a la tierra confronta a la inmensa minoría (terratenientes-
latifundios) con la gran mayoría (campesinos e indígenas, particularmente) en 
torno al uso de la tierra. La tan anhelada reforma agraria en Colombia ha sido 
mediatizada a través de leyes, programas y proyectos que al final se resumen 
en paliativos agrarios; esta resistencia a llevar a cabo la reforma agraria ha 
devenido en una muy significativa razón de lucha guerrillera, estrategias de 
colonización por paramilitares, apropiación indebida de baldíos por los señores 
9  En Colombia a partir de los años setenta el gobierno de los Estados Unidos ha instalado 
mecanismos de inteligencia militar y construido bases militares, soportados en acuerdos de 
cooperación para la defensa y seguridad del Estado colombiano. En Colombia existen siete bases 
norteamericanas.  
10  Para una exposición más amplia sobre las implicaciones de la represión estatal y la lógica del 
estado de sitio, es pertinente la información contenida en el Libro Negro de la represión. Frente 
Nacional 1958-1974, publicación del Comité de Solidaridad con los Presos Políticos, Bogotá, sin 
fecha. 
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 feudales y, finalmente, agentes internacionales con la mirada puesta en la 
explotación de los recursos naturales. Así entonces, en los campos en donde se 
han librado tan demenciales batallas, cuya consecuencia más inmediata en el 
pasado y en nuestro tiempo, es el desplazamiento forzado,11 la 
democratización de la distribución de la tierra encarna la dimensión social. 
En cuanto al régimen agrario puede observarse cómo, más allá de la 
confrontación sectaria que efectivamente generó buena parte de los 
homicidios, destierros, destrucciones de patrimonios y empobrecimiento de la 
población, crímenes ocurridos entre fines de los años 1940 y 1960, hay dos 
procesos que toman fuerza en el marco del conflicto: de una parte, el 
afianzamiento y recomposición de la gran propiedad como base de la 
producción agroexportadora; de otra, la persecución y el desmantelamiento 
permanente de las organizaciones agrarias limitando su desarrollo social, 
técnico y económico que impiden el fortalecimiento de sus capacidades como 
ciudadanos y como productores. (Fajardo M, 2015, pág. 392) 
De lo anterior, la dimensión social soportada en el tema agrario encierra un 
carácter vinculante con respecto a la sintomatología que deviene en su 
accionar. El malestar social tramitado a través de la lucha de clases, derechos 
laborales, calidad educativa, participación, desigualdad e inequidad, en suma, 
ausencia de bienestar social, encuentra eco y cuerpo en la condición histórica 
del problema agrario colombiano.  
La segunda dimensión es política. El Estado en su función de ser garante para 
la mediación y resolución del conflicto, ha desdibujado dicha función al 
convertirse en parte del conflicto. El Frente Nacional comportó un acto de 
amnistía implícito bipartidista y un acuerdo que no supuso ningún tipo de 
responsabilidad política; este acuerdo marca el inicio de la fragilidad del 
Estado colombiano, el reducido alcance democrático, la inoperancia 
institucional, la lucha por el poder por parte de las élites políticas, el uso y 
abuso de estrategias de dominación, la utilización de las masas, en fin, el reflejo 
en el espejo del panorama político colombiano en su remembranza y 
perpetuación. Cabe señalar que el Frente Nacional contó con el respaldo del 
11  El informe de ACNUR 2015 registra una cifra de 6.000.000 de colombianos en condición de 
desplazamiento forzado.  
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 pueblo colombiano, en su esfuerzo para disminuir la violencia; sin embargo, 
es justo en el transcurso del acuerdo (1958-1974) cuando surgen todos los 
grupos guerrilleros. Esto señala que la dimensión política del conflicto rebasa 
su lógica institucional y lo ancla en ciertos elementos de poder, que hacen curso 
con todos los actores implicados, guerrillas, paramilitares y Estado. 
El Frente Nacional, como reino de la civilización frente a la barbarie para tratar 
de eximir de responsabilidades a los liberales y a los conservadores, había 
convertido el periodo de La Violencia en una especie de “punto muerto”, vacío 
de significación en la trama de los acontecimientos. (Valencia Gutiérrez, 2012, 
pág. 26) 
La tercera dimensión es económica. El devenir histórico del conflicto ubica lo 
económico como un factor estructural que ha dado orientación al conflicto; el 
despojo de la tierra, el jugoso arsenal militar, la compra de armas, la inversión 
en seguridad nacional, el narcotráfico, la monopolización de los pueblos por 
grupos de guerrillas y paramilitares, entre otras aristas, han hecho trámite en el 
desarrollo del conflicto. Asistimos a la fetichización del conflicto armado 
colombiano que supone una conversación de economías en medio del conflicto 
y que también supone el despliegue estratégico para recoger su mayor tributo, 
en paralelo al conflicto. 
Las disputas territoriales entre guerrillas y paramilitares no obedecen 
únicamente a factores políticos o a la adopción de planes estratégicos de 
guerra. El contexto económico resultó crucial no solo por las oportunidades 
generadas, sino también por las profundas transformaciones que sobre él 
ocasionó una guerra en la que el territorio se convirtió en el eje de disputa. Los 
efectos de la apertura económica y el desmonte de la institucionalidad pública 
implicaron un abandono estatal del país rural que no hizo otra cosa que dejar 
el territorio despejado para atizar la feroz confrontación por su control entre 
los actores armados, quienes ahora definirían la configuración económica de 
esos territorios. (Centro de Memoria Histórica, 2013, págs. 177-178) 
Las dimensione social, política y económica han estado presentes desde un 
principio y en nuestro tiempo en la trayectoria del conflicto armado en 
Colombia. Es posible precisar que cada una de las dimensiones ha reunido a 
ciertos actores y escenarios que han configurado diferentes formas de 
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 reproducción del conflicto, también es posible precisar que las causas que 
dieron paso al surgimiento de la insurgencia han sido las mismas que lo han 
postergado, tan solo que el conflicto ha instituido nuevas prácticas de guerra 
que han llevado a su degradación y complejización. También es posible 
precisar que en el marco del desarrollo bélico nuevos actores han ingresado a 
ser parte de uno de los bandos, pero en esencia el conflicto es el mismo, las 
dimensiones que lo constituyen son las mismas y la justificación que comporta 
su existencia es la misma.  
 
Acuerdos y construcción de ruta de paz en Colombia 
Bajo la lógica de dar fin al conflicto, varios han sido los esfuerzos por parte de 
los distintos gobiernos que le han apostado a propuestas de paz y acuerdos 
negociados. El rastreo histórico muestra que en 1953 el gobierno del General 
Rojas Pinilla declaró amnistía para los grupos alzados en armas; ésta sería la 
forma como la mayoría de grupos de autodefensas campesinas se acogerían al 
acuerdo de paz. Sin embargo, en lugar de dar curso a las reformas que habían 
sido acordadas al momento de la entrega de las armas, en su mayoría por 
campesinos de los Llanos Orientales, el 4 de abril de 1955 el gobierno declaró 
“zonas de operaciones militares” a los municipios en donde se presumía 
existían células de autodefensas campesinas liberales, dando como resultado 
el resurgimiento de grupos armados dentro del campesinado. A esto se suma 
el asesinato de Guadalupe Salcedo quien fue el líder de las autodefensas 
campesinas liberales. Ese traspié marcaría el fin de una posibilidad que hubiera 
permitido instaurar un proceso de paz perdurable. (Medina & Sánchez, 2003) 
Ya en época más reciente, durante el gobierno de Belisario Betancur (1982-
1986) se encaminó una política de amnistía dirigida a promover la dejación de 
las armas por parte de los grupos guerrilleros, que para ese momento operaban. 
Mediante la ley 35 de 1982, se dio apertura a las conversaciones con las 
organizaciones guerrilleras; como resultado se daría el acuerdo de La Uribe, 
acuerdo firmado entre el gobierno nacional y la guerrilla de las FARC. En 
consecuencia, las FARC crearían el partido político denominado Unión 
Patriótica, lo que suponía participar en elecciones populares. Sin embargo, 
sistemáticamente todos los miembros de la Unión Patriótica fueron 
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 progresivamente asesinados hasta configurar una expresión de genocidio, 
mutilando de esa forma la posibilidad de participación política y, de paso, un 
acuerdo de paz con las FARC. En palabras de Rampf & Chavarro (2015) dejar 
las armas e ingresar a la política legal no era una decisión fácil, de 
transformarse de grupos insurgentes en actores políticos legales.  
Es importante mencionar que, durante el acuerdo de La Uribe, ya se apreciaban 
los primeros brotes del paramilitarismo por medio del movimiento “Muerte a 
Secuestradores” (MAS) entre cuyas víctimas principales serían los casi 3.000 
simpatizantes del partido Unión Patriótica a nivel nacional y su exterminio en 
la arena política. En un comunicado ampliamente difundido en noviembre de 
1982, se da cuenta de la fundación del MAS, cuya empresa funcionaría con el 
apoyo económico de narcotraficantes del Valle, en forma de organización 
privada y con el salvoconducto de las fuerzas militares. (Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz, 1998) 
En el desarrollo del gobierno de Cesar Gaviria Trujillo (1990 – 1994) el país 
cargaba con el asesinato de cuatro candidatos presidenciales,12 la proliferación 
del paramilitarismo a lo largo del territorio nacional, la guerra entre los carteles 
del narcotráfico13 y el inicio de la Asamblea Nacional Constituyente cuyo 
resultado sería la Constitución de 1991. Bajo esas condiciones, y ante la 
apertura de participación que ofrecía una nueva constitución, entraron en 
negociación para la búsqueda de acuerdos de paz los grupos guerrilleros de la 
denominada segunda generación; en ese sentido, el Movimiento 19 de Abril 
(M-19), el Partido Revolucionario de los Trabajadores, el Ejército Popular de 
Liberación, el Movimiento Armado Quintín Lame, Comandos Ernesto Rojas, 
Corriente de Renovación Socialista, Milicias de Medellín, y el Frente 
Francisco Garnica, firmaron acuerdos de paz.  
A nivel general, los acuerdos firmados recogían pactos entre las partes. De ahí 
que temas como los derechos humanos, la construcción de ciudadanía, la 
12  Los candidatos asesinados son: Luis Carlos Galán Sarmiento (1989) por el Partido Liberal, Jaime 
Pardo Leal (1987) y Bernardo Jaramillo Osa (1990) por la Unión Patriótica, y Carlos Pizarro (1990) 
por el M-19. 
13  Los carteles configurados para entonces eran el Cartel de Medellín organizado por Pablo Escobar y 
Cartel de Cali organizado por los hermanos Rodríguez Orejuela.  
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 solidaridad, la participación democrática, la lucha por el desarrollo sostenible, 
la superación de la impunidad, la protección del medio ambiente y la sana 
controversia política, concentraron los esfuerzos de los negociadores. Al final, 
la metáfora que muestra este momento político fue la entrega de las armas a la 
constitución de 1991. (Red de Solidaridad Social Programa para la Reinserción 
Presidencia de la República, 1999) 
En el contexto internacional, la caída del Muro de Berlín fracturaba el soporte 
ideológico socialista que había orientado los principios revolucionarios de las 
guerrillas de primera generación; también la reforma política tramitada en una 
nueva Constitución recreaba el imaginario de un fin negociado al conflicto. En 
efecto, el proyecto reformista suponía resolver la crisis de institucionalidad y 
legitimidad. La incursión del narcotráfico en todos los roles sociales, el 
proyecto paramilitar en su máximo afloramiento, la imposibilidad de derrotar 
militarmente a los grupos guerrilleros y las constantes protestas del sin sabor 
social por parte de la población civil, fueron las necesidades y causas para 
resolver en un nuevo contrato social, quizás más amplio, las deudas políticas 
pasadas que reclamaban por un Estado de espaldas a su realidad social.  
Sin embargo, imbuidos por el narcotráfico en medio de una sociedad que 
arrastraba con miles de muertos y ante una apertura económica propia del 
modelo capitalista, el conflicto se intensificó. El proyecto paramilitar avanzó 
a gran escala, ahora su expansión territorial llegaba a las zonas de influencia 
guerrillera que en el marco del proceso de paz habían sido dejadas a su suerte. 
Se daría así la bienvenida a una serie de masacres sin despojo alguno, en donde 
la población no combatiente llevaría la peor parte. El modelo de hacienda 
paramilitar consistía en despejar los territorios a sangre y fuego, y una vez 
logrado el objetivo, instituir el poder militar que suponía control sobre los 
poderes locales, el control sobre el uso de la tierra, el control sobre la vida 
misma. 
De lo anterior, varios excombatientes de los grupos guerrilleros desmovi-
lizados en el gobierno del presidente Cesar Gaviria retomaron las armas a 
través de la incorporación a los grupos guerrilleros vigentes (FARC y ELN), 
otros ingresaron a ser parte de los grupos paramilitares, quienes pagaban un 
salario mensual por la prestación del servicio, y otros, finalmente, fueron 
progresivamente asesinados en medio de la impunidad y el silencio. 
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 La oligarquía colombiana no asumió los acuerdos de paz de los 90 como un 
proceso de reconciliación nacional, sino como una estrategia contrainsurgente 
de relegitimación del Estado para fortalecer su dominación. De la misma 
manera que pactó con parte de las guerrillas revolucionarias la citada 
modernización de las instituciones políticas y adelantó desde finales de los 70, 
durante el gobierno de López Michelsen, un pacto tácito con los capitales 
mafiosos para vincularlos a los circuitos formales de la economía, pactaba 
ahora con los narcotraficantes las leyes de sometimiento a la justicia y, más 
aún, los sectores terratenientes seguirían pactando con las mafias del 
paramilitarismo y del narcotráfico la lucha contrainsurgente y la construcción 
de su propio modelo de sociedad y de Estado. En el fondo, se trata de afirmar 
un modelo de acumulación capitalista ligado a la gran producción agrícola de 
exportación en asocio con capitales transnacionales. (Hernández, 2009: 58) 
En la presidencia de Ernesto Samper (1994-1998) se logra colocar en palabras 
lo que ya existía en el escenario nacional, un país escindido en tres poderes: 
paramilitares, guerrillas y fuerza pública. Es necesario precisar que, ya desde 
la década de 1970), al perder el Estado el monopolio de las armas, y ante la 
emergencia de diversos grupos guerrilleros, la estrategia utilizada fue 
reglamentar “cooperativas de seguridad rural” que permitían a campesinos o 
personas afectadas por grupos guerrilleros, conformar grupo de autodefensas. 
Esto operó como una política de Estado a partir del gobierno de Misael 
Pastrana Borrero (1970-1974). Así entonces estos grupos de autodefensas de 
la década de los 80, que en un principio serían denominados Autodefensas 
Campesinas de Colombia (AUC) pasarían a ser los grupos paramilitares de la 
década de los 90. A pesar del conocimiento público del fenómeno paramilitar, 
bajo el Decreto 356 de 1994, se aprueba la conformación de las Asociaciones 
Comunitarias de Vigilancia Rural “Convivir” cuyo propósito era apoyar a la 
función defensiva de la fuerza pública en el campo, para contrarrestar el 
desbordamiento de la confrontación armada. El presidente Samper persistía en 
los mismos errores del pasado, aunque su comprensión del paramilitarismo 
disociara con la creación de las Convivir.  
El mal llamado “paramilitarismo” está ligado, en alta medida, a la 
“territorialización” de cierta porción de los capitales del narcotráfico que 
debilita el legítimo monopolio de la fuerza que debe mantener el Estado. El 
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 tema de los grupos de justicia privada debe, pues, formar parte de la estrategia 
global contra el flagelo en mención.  
El gobierno del presidente Andrés Pastrana Borrero (1998-2002) se caracterizó 
porque al final de su mandato, era eminente el fracaso de su intento en llevar a 
cabo un acuerdo de paz con las FARC. Durante su período presidencial se 
despejó el Municipio de San Vicente del Caguán, se reconoció el carácter 
político del conflicto armado y de las organizaciones guerrilleras, y se ratificó 
la aplicación del Derecho Internacional Humanitario en el conflicto armado. 
Estas iniciativa de paz presagiaban que las condiciones estaban dadas para 
alcanzar un tratado de paz; pero el resultado sería la utilización del municipio, 
por parte de las FARC, como un corredor estratégico para movilizar 
combatientes y dinamizar el negocio de la cocaína, también, ante la 
disminución de los operativos militares, las FARC se acomodaron 
militarmente dando como resultado un segundo aire para la continuación de la 
lucha armada; además, el ingreso del dinero proveniente del Plan Colombia,14 
aseguraba un adecuado posconflicto, pero nada de esto fue suficiente, y el final 
se daría la ruptura de los diálogos de paz, días después del secuestro de la 
candidata presidencial Ingrid Betancourt en febrero de 2002.  
Al finalizar dicho proceso los resultados eran extremadamente negativos. En 
el contexto del fracaso del proceso de negociación y la apatía hacía cualquier 
búsqueda de dar vía a una salida negociada al conflicto armado, esta resultaba 
insostenible. Bajo estas condiciones, surge la propuesta del candidato 
presidencial Álvaro Uribe Vélez, quien en su campaña desarrolló un discurso 
sobre “guerra total” contra la subversión. (Carvajal Martínez, 2005) 
Muchos decían que el gobierno pretendía oxigenar a la guerrilla y entregarle 
un territorio para que hiciera allá lo que quisieran. Pero […] quien necesitaba 
oxigeno no era la guerrilla, era el mismo Estado. En aquel entonces el Estado 
no tenía como hacer frente a la guerrilla. El Estado estaba ausente en 200 
municipios de Colombia inclusive en fuerza pública. El Estado acababa de 
perder muchos combates con la guerrilla, acababa de suceder lo de Patascoy 
14  El Plan Colombia inicia en el año 2002 como una estrategia de cooperación militar y social de parte 
del gobierno de los Estados Unidos, actualmente se encuentra en vigencia. 
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 y lo de otros municipios, donde más de 600 soldados habían quedado en 
manos de la guerrilla. (Ricardo, 2009) 
La presidencia de Álvaro Uribe (2002-2010) se ofreció al país con el nombre 
de “Seguridad Democrática” que se traducía en un despliegue ofensivo contra 
los grupos guerrilleros, de hecho, el estatuto de terroristas que mantuvo el 
presidente Uribe hacia las FARC y ELN nunca permitió posibilidad de diálogo, 
por el contrario, el propósito era derrotar a la guerrilla por la vía militar.  
Con relación a la desmovilización de los grupos paramilitares, el gobierno creó 
las condiciones políticas hacia la apertura de negociaciones de paz. Así, se 
aprobó la Ley 975 de 2005, bajo el lema “perdón y olvido”. Esta ley proliferó 
en medio de las críticas por parte de la sociedad civil, quienes argumentaban 
que bajo este recurso jurídico se desvanecían todas las posibilidades reales de 
castigar los crímenes cometidos (masacres, desplazamientos forzados y 
asesinatos a líderes políticos, sindicalistas, campesinos, indígenas). “La ley y 
sus decretos reglamentarios no obligaban a los integrantes de los grupos 
paramilitares a confesar todos sus crímenes”. (Carvajal Martínez J., 2007, pág. 
164) 
El progresivo y ágil desmonte de los grupos paramilitares era la evidencia de 
que estos grupos que se proclamaban contrainsurgentes y amparados en una 
ideología de extrema derecha, estaban del lado institucional y sus métodos de 
accionar bélico podrían ser medianamente justificados. Este carácter implicaba 
sacarlos de la lista de terroristas y otorgar la amnistía por parte del Estado. 
Poco antes de finalizar el período presidencial de Uribe, de la noche a la 
mañana, fueron extraditados hacia los Estados Unidos los máximos 
comandantes de los grupos paramilitares15 (y con ellos la posibilidad de 
reparación y verdad a las víctimas) para compadecer por el delito de 
narcotráfico. Los excombatientes rasos purgaban la pena de ocho años en 
prisión, tiempo que había sido concedido a la totalidad de los miembros de los 
bloques paramilitares desmovilizados sin previa investigación y, además, se 
15  Líderes: Salvatore Mancuso, Jorge 40 y Hernán Giraldo Serna, entre otros. 
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 les otorgaba el indulto a sabiendas de que sobre sus integrantes recaían 
crímenes de lesa humanidad.  
De lo anterior, y a pesar de los beneficios jurídicos y económicos que 
encarnaba tan generosa ley, varios desmovilizados retornarían a las armas, 
ahora bajo la consigna de bandas criminales “Bacrim”. Su actuación 
guerrerista reproduciría la vieja práctica de colonización territorial; la guerra 
por las regalías de narcotráfico pasaría a adquirir una nueva modalidad, la 
figura del micro tráfico, y algunos de sus integrantes ingresarían a las filas de 
sus antiguos enemigos y serían reclutados por las FARC, particularmente. De 
esa manera se darían fin al proceso realizado con los paramilitares, en el 
esfuerzo en cabeza del gobierno de Uribe. 
Desde estas consideraciones, los distintos gobiernos le han apostado a realizar 
acuerdos de paz con los diferentes grupos al margen de la ley, pero en su 
intento de negociar, en ocasiones, lo “innegociable”, han agendado propuestas 
en la arena política sin mirar atrás los repetidos fracasos de los gobiernos 
anteriores. Digamos que los cierres bajo los acuerdos de paz, iniciados a partir 
de 1953, han abierto nuevas posibilidades para la continuación del conflicto. 
Es decir, el final de un proceso de paz no ha determinado el fin del conflicto, 
sino por el contrario, nuevas alternativas para su mantenimiento. Los procesos 
de paz han sido mediatizados por las necesidades de cada momento histórico; 
sin embargo, sí revisamos los acuerdos incumplidos y los pactos rotos de cada 
una de las partes, podemos comprender que los repetitivos debates puestos en 
la mesa de negociación explican por qué 50 años después no han podido ser 
superados los motivos que darían inicio a la insurgencia.  
El Estado colombiano en su esfuerzo por recuperar el monopolio de las armas 
y, de paso, la legitimidad, deberá reflexionar que un acuerdo de paz no se limita 
al acto de la entrega de las armas, sino que este paso supone el inicio real y 
verdadero, del proceso de negociación y posterior desmovilización (Guáqueta, 
2005). En Colombia, dado la complejidad del conflicto, de no contar con el 
apoyo que pueda desempeñar un rol externo en la solución negociada al 
conflicto, quizás no quedaría otra solución que la militar. (Bocchi, 2009) 
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 Experiencias de paz: entre lo individual y colectivo 
El caso de la ciudad de Medellín puede ser considerado uno de los referentes 
más importante, no sólo por ser la ciudad que ha tenido que arrastrar con el 
peso del narcotráfico, milicias populares y violencia en general, sino también, 
por ser la ciudad en la cual han proliferado con mayor fuerza las bandas 
criminales, así como las milicias de grupos guerrilleros y paramilitares. Jorge 
Giraldo y Juan Pablo Mesa adelantaron una investigación denominada 
“Reintegración sin desmovilización: el caso de las milicias populares de 
Medellín 1990 – 1994” en la que logró determinar que, en el marco del proceso 
de desmovilización con milicias de grupos paramilitares y guerrilleros, la 
desmovilización no representó ningún aporte significativo en este aspecto, toda 
vez que la tasa de homicidio aumentó en un 70% siendo el año de 1991 el más 
violento en la historia de Medellín. (Giraldo Ramírez & Mesa Mejía, 2013) 
Vladimir Caraballo (2013) definió que, en los procesos de paz llevados a cabo 
con los grupos de milicias populares en Medellín, se debió exigir más que un 
acto de desarme; su análisis le llevó a comprender que los procesos de 
negociación fungieron como ventanas de oportunidades para el reajuste de 
relaciones de poder previamente existentes, a partir de la puesta en juego de 
múltiples recursos (simbólicos, políticos, económicos, militares, culturales). 
Por esto, el proceso de negociación que se llevó a cabo en 1994 con las milicias 
debería ser entendido a partir de la existencia de un orden local no estatal en 
medio de un escenario de soberanía en disputa y una historia de permanente 
negociación del desorden a través de pactos entre bandas y milicias, y entre 
ellas y el Estado.  
A través del Programa de reinserción del individuo al colectivo, de la persona 
a la ciudadanía del Programa Paz y Reconciliación se realizó un estudio en la 
ciudad de Medellín sobre los principales motivos que llevaron a la 
desmovilización de milicias urbanas con 31.000 hombres del bloque Cacique 
Nutibara; el estudio concluyó que estaban interesados en borrar las penas 
judiciales 6.14%, que lo hacían por orden directa 5.47%, que lo hacían para 
recibir beneficios 34.58%, por la necesidad de cambio 35.25% y por presión 
familiar 18.56%. De igual manera el estudio ubicó tres categorías que 
motivaban la vinculación de un sujeto a un grupo armado: la necesidad de 
reconocimiento, la necesidad de afiliación y los procesos de identificación.  
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 En un informe del Ministerio de Defensa realizado en el periodo presidencial 
de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) con una muestra de dos mil 
desmovilizados de grupos guerrilleros se identificó: (Atahualpa Pérez & 
González, 2004, pág. 32) 
• Edad del desmovilizado: el 44% tenían edades entre los 13 y 17 años, 
mientras que los mayores de 17 años son el 56%.  
• Edad de ingreso a la guerrilla: el 82% ingresaron entre los 10 y 17 
años.  
• Sexo. El 92% hombres.  
• Nivel de escolaridad: el 84% no finalizaron la primaria, un 8% 
analfabetas.  
• Estado civil: el 88% soltero.  
• Razón de ingreso a la guerrilla: el 20% reclutamiento forzoso, el 20% 
gusto por las armas, el 16% una forma de vida, el 22% protección de 
los grupos militares o paramilitares.  
• Causas de la desmovilización: el maltrato 37%, la falta de dinero 
19%, privación de la libertad 17% y falsas promesas 16%.  
En un estudio realizado con excombatientes que hacían parte del Programa de 
Desmovilización y Reincorporación del Quindío, cuyo objetivo era identificar 
la calidad de vida, se encontró que de 200 sujetos asistentes al programa, los 
altos puntajes registrados fueron en relación con la percepción del cansancio, 
preocupación por problemas físicos, temor al pensar en la muerte y conflictos 
con personas cercanas; en cambio se reportó puntajes bajos relacionados con 
el ejercicio físico y percepción de los ingresos económicos. (Meneses Ariza, 
Cardona Duque & Devia Arias, 2010) 
El Modelo de Regreso a la Legalidad de Medellín destinado a reintegrar los 
excombatientes de las AUC señaló a través de su informe anual del 2007 que, 
entre las causas de ingreso, el 23% habían ingresado a las autodefensas por 
motivos económicos; el 25% por vengar la muerte de un ser querido; otro 25% 
por amenazas contra su vida. El mismo informe evidenció que el 35.2% se 
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 desmovilizó por necesidad de cambio; el 34.5% por acceder a los beneficios 
del Estado; el 18.6% por razones familiares; 6.2% para definir su situación 
judicial y el 5.5% obedeciendo órdenes de sus comandantes. (Sánchez & 
Suárez, 2007) 
El repaso de algunas experiencias de desmovilización y procesos de paz en las 
cuales han sido implementados programas de reintegración muestra que entre 
las causas por las cuales se vincula un sujeto a la guerra, están: seguridad, 
venganza, reconocimiento y/o reclutamiento forzado; estas causas supondrían 
la no renuncia a la vida armada, toda vez que de una fuerte manera vinculan al 
sujeto en su singularidad. Con relación a los motivos de desmovilización 
colectiva, se evidencia una clara oportunidad de resolver su situación jurídica 
y el aprovechamiento de los beneficios políticos y sociales. El problema 
persiste en que el excombatiente no se desmoviliza con la entrega del fusil, 
debe allí ser instalada la reflexión del acto simbólico en la dejación de las armas 
y más aún cuando la decisión pasa por el escenario individual, en pocas 
palabras, cuando el combatiente toma la decisión por la desmovilización, ajeno 
a un acuerdo de paz o por exigencia externa (mando superior). 
Los avatares guerrilleros y paramilitares, en esencia, son distintos. Esta 
diferencia determina su accionar bélico, el orden ideológico y, por supuesto, 
sus motivaciones de participación; sin embargo, y entendiendo que las causas 
que en un momento soportaron la decisión por la vía armada son contrarias, el 
punto final es el mismo: el conflicto armado, la guerra, la barbarie, la muerte; 
y bajo esa comprensión, la decisión por la salida convoca necesariamente la 
singularidad de un sujeto, denominado guerrillero o paramilitar, es decir, la 
decisión por la desmovilización fractura a un sujeto en apariencia portador de 
un uniforme que lo supone distinto. A pesar de que en el marco de acuerdos de 
paz la figura de la desmovilización colectiva comporta un acuerdo político, se 
hace necesario trascender los motivos expresados por los excombatientes que 
justificaron en un primer momento su ingreso y los motivos que justifican su 
salida, es decir, la desmovilización debe ser entendida en escenarios de 
singularidad.  
El retiro del grupo armado puede darse de manera individual o colectiva, 
concertada o a sus espaldas, en solitario o en compañía, pero sea como fuere, 
esa salida no se da con la entrega del fusil. Ésta sólo tendrá lugar cuando el 
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 sujeto haya logrado desvincularse emocionalmente de su grupo y conseguido 
deshacer los lazos e identificaciones que lo mantenían atado a él. Se trata, por 
tanto, de un movimiento que implica un tiempo subjetivo, un tiempo personal, 
razón por la cual puede haber casos en que, así como el sujeto nunca hizo el 
anclaje al grupo armado – a pesar de haber estado “vinculado” –, también se 
dan aquellos en que la salida no logra resolverse y el sujeto permanece 
“vinculado” emocionalmente por muchos años, como si estuviera congelado 
en el tiempo. (Lara Salcedo, 2010, pág. 357) 
Comprender que en el marco de escenarios de desmovilización y paz, situar a 
un sujeto más allá de una masa, una ideología,16 una decisión o una elección, 
ampliará el marco de reflexión para por fin vincular a un sujeto en sus actos; 
es comprender que el sujeto que busca procesos de paz renuncia a una causa, 
proyecto, a la vida misma tan cerca de la muerte. Supone también un punto de 
encuentro entre las causas que lo condujeron a ingresar a la guerra por las 
causas que le llevaron a salir de la misma; y supone que no es con la entrega 
de un fusil, o recibir el perdón por parte de un Estado, o quizás pasar su 
participación por el sin sabor del olvido, como acallará las verdaderas razones 
que le soportaron la decisión por la desmovilización. “De una u otra manera el 
sujeto está involucrado, ya sea desde el campo del deseo inconsciente o desde 
el campo del goce superyoico”. (Geréz Ambertín, 1999) 
Los escenarios de paz en medio de acuerdos de desmovilización suponen la 
renuncia a unos motivos que terminaron por decidir su participación en un 
momento. El análisis de la decisión y su configuración (personalidad social del 
sujeto) es donde se juega precisamente esa inconformidad que lo llevó a la 
rebelión armada. Una inconformidad con la estructura social existente, pues se 
trata precisamente de una renuncia a su motivación resistente, quizás un 
arrepentimiento a la causa revolucionaria bien sea porque la degradación de la 
guerra hace inoperante el estar, bien sea porque las acciones del grupo van 
perdiendo credibilidad, bien sea porque cambió el contexto.  
En la desmovilización se juega el sujeto en su decisión, una cierta emergencia 
del "no puedo más" que sería una expresión de lo singular del sujeto que hace 
16  La ideología da cuenta de un proceso complejo y constituye por tanto el nivel más amplio y más 
estructurado del pensamiento social de una sociedad 
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 que ocurra la decisión por la desvinculación; y es que el proceso mismo de 
desmovilización implica de entrada un asumir la estructura como dada, como 
inamovible, como correcta. Lo que deriva en un sentido que desmovilizarse 
señala una especie de darse cuenta del error, de la mala decisión, de resarcir 
las consecuencias de aquella decisión de vida, una especia de súbito 
arrepentimiento, una equivocación, un paso mal dado, o quizás una decepción. 
La elección por la guerra no es una elección cualquiera, implica a un sujeto en 
su singularidad, en sus actos y en sus claudicaciones. Es un punto de encuentro 
que en cierta manera logra tramitar una apuesta subjetiva, es el lugar asumido 
frente a la sociedad y frente a sí mismo; la guerra opera como un dispositivo 
de anclaje de historias, narrativas, circunstancias, es un colectivo en acto, en 
donde pareciera ser que el sujeto combatiente se desdibuja en la masa, en la 
causa en la que es inscribe, en las formas de simbolización del colectivo que 
se adhiere.  
Hablar de un sujeto que le apuesta a construir escenarios de paz señala hablar 
de un sujeto escindido en un antes, durante y después de su paso por la guerra, 
más allá de las razones que justificaron su ingreso o salida del grupo armado; 
la necesidad de pensar al sujeto en su decisión por la desmovilización advierte 
sobre la manifiesta participación de él y de su individualidad. Se presentan 
excombatientes que “salen” de la guerra, pero su salida entendida ésta como la 
dejación de las armas, no supone la renuncia a la causa y, en muchos casos, el 
excombatiente nunca se desvincula de la guerra, sino que ésta adquiere nuevos 
escenarios de significación o el retorno a las armas. “Cada quien se adscribe al 
teatro de la guerra de un modo que trasciende su sometimiento, pues está 
comprometida una fabricación subjetiva, que lo implica en su 
responsabilidad”. (Castro, 2005, pág. 112) 
El sujeto pacífico será el portador de un tramado de significaciones de su 
anclaje sociocultural. (Geertz, 1989) La opción de pensar al sujeto en su 
singularidad, es pensar un mundo en un sentido subjetivo, lo subjetivo es lo 
singular del sujeto. (Bourdieu, 2000) La propia experiencia será un relato de 
una secuencia de acontecimientos significativos (antes, durante y después) del 
paso por la guerra. El relato de su historia comprenderá una trama de 
acontecimientos en forma de secuencia causal y temporal. (Coffey & Atkinson, 
2003) 
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 El conjunto de las representaciones asociadas a los acontecimientos vividos 
es la información que ha sido experimentada y absorbida por el narrador y 
que será proporcionada con una orientación e interpretación significativa de 
la experiencia. (Delgado – Gutiérrez, 1994).  
Héctor Gallo entiende que en la renuncia a la causa armada el sujeto se ve 
vinculado en su decisión. El renunciar al vértigo del combate y tener que 
hacerse responsable de lo que se desea como sujeto, no es sencillo para quien 
se reconoce como combatiente decidido. Esta renuncia costosa, desde el punto 
de vista existencial, es la que se cobra con la posición de su singularidad. 
Cuando la decisión por la desmovilización se enmarca en una decisión 
colectiva (diálogos de paz, acuerdos de paz, procesos de paz) muestra una 
ausencia del sujeto y señala una decisión agenciada desde el Otro (Estado, 
orden superior) que impone y configura la decisión de salida alrededor de la 
entrega de un fusil, más no de la desvinculación de la causa. El desmovilizado 
ha infringido la ley, pero no se considera un delincuente porque no lo hizo por 
decisión individual, sino como parte de una causa colectiva. (Gallo, 2005) 
La decisión por los procesos de paz postula la presencia de un sujeto cargando 
con el peso de su particularidad, que le marca su accionar precisamente allí, en 
donde da cuenta de las decisiones que ha tomado, es decir, el sujeto va siendo 
sujeto en la medida que sus decisiones le recuerdan la posibilidad por las que 
debe responder desde su singularidad. Pensar el sujeto en su decisión por 
construir escenarios de paz es identificar un sujeto más allá de una historia de 
venganza, miedo, incertidumbre, desesperanza.  
María Clemencia Castro ha venido desarrollando el concepto de “Elección 
subjetiva” en el escenario de la guerra. Castro comprende que el sujeto “elige” 
su ingreso o salida de la guerra. La elección por la guerra está cargada de 
discursos, signos y significados, tramitados desde una historia por la causa en 
la que se inscribe, en las formas de simbolización propias al colectivo que se 
adhiere y en la sociedad que habita. La decisión por la construcción de 
escenarios de paz perdurables encara necesariamente reflexionar sobre los 
sujetos que se vinculan a la guerra; hablamos de sujetos que eligen escenarios 
de combate y que elige también escenario de paz. Castro advierte que mientras 
el sujeto cuente con el ejercicio de la palabra, sus actos y elecciones le 
confieren el ser sujeto, es la reivindicación del sujeto mismo. (Castro, 2001) 
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 Luis Fernando González Rey propone un concepto denominado “subjetividad 
social”, que permite entender que, en los procesos de construcción de la 
subjetividad, los sujetos son constituidos y son constituyentes en una lógica 
recursiva. El concepto de subjetividad social viene a representar a un sujeto 
inscrito en una dialéctica intersubjetiva, sujetos en constantes trasformaciones 
de sus condiciones de vulnerabilidad que claramente se inscriben en procesos 
de paz inacabados y emancipatorios, en donde la ruta por escenarios de paz 
está por encima de mantener la lógica de la guerra. (González Rey, 2003) 
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